
 

FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA 

 

Entidad originadora: Departamento Administrativo de la Función Pública 

Fecha (dd/mm/aa): 10/08/2021 

Proyecto de 
Decreto/Resolución: 

 
“Por el cual se adiciona el Decreto 1083 de 2015 Único Reglamentario 

del Sector de la Función Pública, en relación con la habilitación del 
trabajo en casa para los servidores públicos de los organismos y 
entidades que conforman las ramas del poder público en sus distintos 
órdenes, sectores y niveles, órganos de control, órganos autónomos e 
independientes del Estado” 
 

 
1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU 

EXPEDICIÓN. 
 
El proyecto de decreto que adiciona el título 37 capítulo 1 a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015 
tiene los siguientes propósitos: 
 
El artículo 25 de la Constitución Política indica que “el trabajo es un derecho y una obligación social y goza, 
en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado y que todas las personas tienen derecho a 
un trabajo en condiciones dignas y justas”. 
 
Así mismo, el artículo 123 de la Constitución Política expone que los servidores públicos son “los miembros 
de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de 
la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La 
ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas 
y regulará su ejercicio”. 
 
En este sentido, es importante mencionar que la Ley 909 de 2004 contiene aspectos asociados al empleo 
público y establece los lineamientos generales respecto de quienes prestan servicios personales 
remunerados, con vinculación legal y reglamentaria, en los organismos y entidades de la administración 
pública, así como sobre su capacitación y evaluación de desempeño. 

 
Así las cosas, con base en lo establecido en el Decreto 430 de 2016, le corresponde al Departamento 
Administrativo de la Función Pública “formular, implementar, hacer seguimiento y evaluar las políticas de 
desarrollo administrativo de la función pública, el empleo público, la gestión del talento humano, la gerencia 
pública, el desempeño de las funciones públicas por los particulares, la organización administrativa del 
Estado, la planeación y la gestión, el control interno, la participación ciudadana, la transparencia en la 
gestión pública y el servicio al ciudadano, propiciando la materialización de los principios orientadores de la 
función administrativa”. 

Teniendo en cuenta, los recientes hechos de salud pública, los cuales han evidenciado la necesidad en el 
sector público de planear, organizar y desarrollar las actividades laborales a través del trabajo a distancia, 
cuando se presenten diferentes circunstancias ocasionales, excepcionales, especiales o transitorias, 
privilegiando el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 
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Con base en lo anterior, el Congreso de la República, expidió la Ley 2088 de 2021, cuyo propósito es 
regular la habilitación del trabajo en casa como una forma de prestación del servicio en situaciones 
ocasionales, excepcionales o especiales, que se presenten en el marco de una relación laboral, legal y 
reglamentaria con el Estado, sin que conlleve variación de las condiciones laborales establecidas o 
pactadas al inicio de la relación laboral. 
 
Por último, el artículo 5 de la Ley 2088 de 2021, establece que el Gobierno nacional determinará los 
instrumentos para la habilitación del trabajo en casa para los servidores públicos, por lo cual, es necesario 
impartir instrucciones generales respecto del trabajo en casa de los servidores públicos.  

 
 

2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO. 
 

El presente decreto se aplicará a los servidores públicos de los organismos y entidades que conforman las 
ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, órganos de control, órganos 
autónomos e independientes del Estado, y a los particulares cuando cumplan funciones públicas. 

 
 

3. VIABILIDAD JURÍDICA. 
 

3.1. Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo. 
 

• La Constitución Política de Colombia en su artículo 189, numeral 11, faculta al Gobierno a ejercer la 
potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios 
para la cumplida ejecución de las leyes. 

• Ley 2088 de 2021. 
 
3.2. Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada:  

 
Ley 2088 de 2021, se encuentra vigente. 
 
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas:  
 
Se adiciona el título 37 capítulo 1 a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015. 
 
3.4. Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del 

proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción):  
 

• La Sentencia T-1157 del 04 de septiembre de 2000, la Corte Constitucional señaló: “El principio de 
la territorialidad de la ley es consustancial con la soberanía que ejercen los Estados dentro de su 
territorio; de este modo cada Estado puede expedir normas y hacerlas aplicar dentro de los confines 
de su territorio”. 

 

• La Sentencia C-242 del 09 de julio de 2020, estableció “específicamente, tratándose del artículo 215 
de la Carta Política, el estado de emergencia podrá ser declarado por el Presidente de la República 
y todos los ministros, siempre que sobrevengan hechos distintos a los previstos en los artículos 212 
y 213 superiores que: (i) perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden 
económico, social y ecológico del país, o que (ii) constituyan grave calamidad pública”. 
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• Igualmente, la Corte Constitucional en la referida sentencia dispuso: “Al respecto, esta Corporación 
ha sostenido que la regulación constitucional de los estados de excepción responde a la decisión del 
Constituyente de garantizar la vigencia y eficacia de la Carta Política, aún en contextos de crisis o de 
anormalidad, cuando por razón de su gravedad, tales situaciones no puedan ser conjuradas a través 
de los medios ordinarios de control con que cuenta el Estado. En estos casos, la institución de los 
estados de excepción otorga poderes excepcionales y transitorios al Gobierno Nacional, 
materializados en el reconocimiento de atribuciones legislativas extraordinarias, que le permiten 
adoptar las medidas necesarias para atender, repeler y superar la crisis o anormalidad suscitada”. 

 

• La Sentencia C-007 del 01 de marzo de 2018 la Corte Constitucional contempló: “52. Actualmente, 
el Código Penal incluye entre los delitos contra el régimen constitucional la rebelión, la sedición, la 
asonada, la conspiración y la seducción, usurpación y retención ilegal de mando. Los delitos 
políticos pueden, además, producirse en concurso con delitos comunes. De igual forma, la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha considerado que no son delitos políticos 
aquellos que atenten contra el Estado, cuando estén guiadas por pretensiones “no políticas, con el 
ánimo de lucro y el exclusivo beneficio personal”, entre otras finalidades ajenas a la política, así 
como aquellas conductas definidas por el DIDH, el DIH o el DPI como las más lesivas de la dignidad 
humana.”  

 
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales: N/A. 
 

 
4. IMPACTO ECONÓMICO  
N/A 
 

 
5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL 
 N/A  
 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN  
N/A 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO N/A 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria  
(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

X 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

No aplica 

Informe de observaciones y respuestas  
(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y 
grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

X 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de 
Industria y Comercio 
(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los 
mercados) 

No aplica 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo No aplica 
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de la Función Pública 
(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

Otro  
(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante 
o de importancia) 

No aplica 

 
Aprobó: 
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